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  1. Son comunes los casos en que se concierta un contrato 

administrativo de gestión de un servicio público, por un determinado 
plazo de ejecución, previéndose la posibilidad de su prórroga en el 

pliego de condiciones administrativas particulares –por una o dos 
anualidades más- y fijándose una duración máxima total en 

determinado número de anualidades, prórrogas incluidas. Y no son 
infrecuentes los casos en que, vencido el plazo del contrato y de las 

prórrogas y transcurrido el término máximo de duración 

convencionalmente pactado, el contratista sigue prestando de facto el 
servicio. 

 
  Se suscitan entonces diversas cuestiones: ¿Está el contrato 

en vigor? ¿Hasta cuándo? ¿Puede la Administración Pública contratante 
resolverlo y poner punto y final a esta situación en cualquier 

momento? ¿Si la Administración Pública decidiera resolver, debe 
indemnizar al contratista? ¿Puede la Administración Pública convocar 

sin más un nuevo concurso y adjudicar la prestación del servicio a otra 
empresa?. 

 
 

  2. Los contratos administrativos son negocios de plazo fijo. 
En ellos, el término o plazo es un elemento esencial frente a lo que 

ocurre en los contratos de carácter privado en que, en principio, no lo 
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es, aunque las partes pueden atribuirle tal condición (por todas, 
Sentencia del Tribunal Supremo de 14 de diciembre de 2001). 

 
  La duración inicial de los contratos administrativos puede 

ser modificada mediante su prórroga.  
 

Con carácter general, las prórrogas han de ser expresas en 
los términos y plazos señalados en sus pliegos de cláusulas 

administrativas. Pero cabe también que se produzcan tácitamente. 
Ahora bien, las prórrogas tácitas deben considerarse excepcionales. 

 

La admisión de las prórrogas tácitas en los contratos 
administrativos está consolidada tanto en la doctrina científica1 y 

administrativa2 como en la jurisprudencia (desde las sentencias del 
Tribunal Supremo de 31 de marzo de 1980, 13 de mayo de 1982 y 4 

de noviembre de 1985, etc.).  
 

En tal sentido, la sentencia del Tribunal Supremo de 13 de 
mayo de 1982, dice que  

 
“... se acepta esa prórroga del contrato y de la 

situación legal de la misma (...) cuando la 
Administración, pudiendo haber obrado de otro 

modo, no lo hizo, (...) aceptando y consintiendo la 
prórroga de la concesión hasta el momento en que 

la nueva pudo empezar a cumplirse”. 

 
Las prórrogas tácitas no precisan de su formalización por 

escrito. Así lo dice la sentencia del Tribunal Supremo de 31 de marzo 
de 1980, al declarar 

 
 “(...) la falta de un convenio escrito no es 

incompatible con la existencia de la prórroga (...)”  
 

Debe quedar también claro que, de conformidad con la 
doctrina y jurisprudencia antes citadas, las prórrogas tácitas sólo son 

                                    
1 Por todos, RODRÍGUEZ ARANA, J.; La prórroga en los contratos administrativos, 

Madrid, 1988, pág. 139 y ss. 
2 Dictamen del Consejo de Estado de 14 de julio de 1954 –que sienta el criterio- 

reiterado posteriormente por otros como el 1288/1993, de 11 de noviembre de 

1993; 444/1994, de 21 de abril de 1994; y 289/2013, de 16 de marzo de 2013, 

entre otros. 
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admisibles, por constituir una excepción al principio contractus lex y 
sobretodo a los de publicidad y concurrencia, cuando venga exigida 

por razones fundadas de interés del servicio y así lo exija su 
continuidad. En ningún caso, deben ser desproporcionadas respecto 

del plazo inicial de la concesión, pues desnaturalizaría los términos del 
contrato al aparecer como un medio fraudulento de adjudicación 

directa obviando los mecanismos de selección del contratista previstos 
en la Ley. 

 
  Los contratos prorrogados son los mismos iniciales. 

Únicamente ven modificada su duración. No se trata de nuevos 

contratos, distintos de los originarios3. 
 

  Distinta de la prórroga es la mera tolerancia en la 
continuación del contrato. La mera tolerancia se produce cuando la 

Administración permite al contratista continuar, por un breve lapso de 
tiempo, ejecutando la obra o prestando el servicio, una vez 

transcurrido el plazo contractualmente fijado, por apreciar un especial 
interés público en ello. En otros términos, la tolerancia va 

indefectiblemente unida: a hechos objetivos, unas veces derivadas del 
incumplimiento por parte del contratista de sus obligaciones, otras 

veces de la imposibilidad administrativa de adjudicar un nuevo 
contrato que sustituya al terminado antes del plazo de vencimiento de 

éste; a períodos de tiempo breves;  y al perjuicio al interés público que 
en determinadas situaciones puede comportar la aplicación rigurosa 

del plazo. En efecto, como ha señalado el Consejo de Estado en varias 

ocasiones4:  
 

“A este respecto, no cabe confundir la prórroga 
tácita -categoría esta aceptada en la jurisprudencia 

del Tribunal Supremo- con la mera tolerancia por 
parte de la Administración contratante una vez que 

se ha superado el plazo de ejecución de la obra. En 
otras palabras, del hecho de que dicha 

Administración, una vez superado el plazo de 
ejecución, no acuerde la resolución del  

contrato o no imponga penalidades, no cabe derivar 
sin más la existencia de una prórroga tácitamente 

                                    
3 CASTAN TOBEÑAS, J.; Derecho civil, III, 7ª ed., pág. 320 y MANRESA Y NAVARRO, 

Comentarios al Código Civil, Madrid, 1967, pág. 22. 
4 Dictámenes 289/2013, de 6 de junio de 2103 y 444/1994, de 21 de abril de 1994, 

etc. 
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otorgada con carácter indefinido por el órgano de 
contratación. Es posible que, como sucede en el 

presente caso, la Administración contratante tolere 
-porque ello parezca en principio más beneficioso 

para el interés público, atendidas las circunstancias 
particulares- que el contratista prosiga ejecutando 

la obra fuera de plazo, pero sin que ello comporte 
enervar el incumplimiento en que en tal caso habrá 

incurrido la adjudicataria, con sus consecuencias 
anejas (vid., en este sentido, el dictamen del 

Consejo de Estado 444/94, de 21 de 

abril, entre otros).”  
 

  Vencidos los plazos señalados en los pliegos de cláusulas 
administrativas o cumplidos los legalmente establecidos –incluidas las 

prórrogas, expresas o tácitas-, los contratos administrativos se 
extinguen ipso iure, sin que sea posible su prolongación o ampliación 

temporal. Así resulta de lo dispuesto en la Ley. En efecto, el artículo 
278 (“Duración”) del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las 

Administraciones públicas dispone que 
 

“El contrato de gestión de servicios públicos no 
podrá tener carácter perpetuo o indefinido, 

fijándose necesariamente en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares su duración y la de las 

prórrogas de que pueda ser objeto, sin que pueda 

exceder el plazo total, incluidas las prórrogas, de los 
siguientes períodos: 

 
a) Cincuenta años en los contratos que comprendan 

la ejecución de obras y la explotación de servicio 
público, salvo que éste sea de mercado o de lonja 

central mayorista de artículos alimenticios 
gestionados por sociedad de economía mixta 

municipal, en cuyo caso podrá ser hasta 60 años. 
 

(.../...) 
 

c) Diez años en los contratos que comprendan la 
explotación de un servicio público cuyo objeto 

consista en la prestación de servicios sanitarios 

siempre que no estén comprendidos en la letra a)” 
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Así pues, a la vista del citado artículo, resulta claro que 

una vez alcanzados los plazos máximos de duración de los contratos 
administrativos de gestión de servicios públicos fijados por la Ley, 

éstos quedarán extintos ipso iure.  
  

 
  3. El artículo 1566 del Código Civil por su parte previene 

 
“Si al terminar el contrato permanece el 

arrendatario disfrutando quince días la cosa con 

aquiescencia del arrendador, se entiende que hay 
tácita reconducción (...) a menos que haya 

precedido requerimiento” 
 

  Como se ha señalado5, la tácita reconducción es una 
inducción a partir de hechos concluyentes de ambas partes, distintas 

entre sí, pero demostrando ambos una voluntad concorde y no 
contradicha de continuar el contrato, sometida a tres requisitos:  

 
  a) Que, al terminar el contrato, el arrendatario permanezca 

quince días disfrutando de la cosa. 
 

  b) Que lo haga con aquiescencia del arrendador (por todas, 
fijando un criterio reiterado hasta la saciedad posteriormente, 

Sentencia del Tribunal Supremo de 1 de diciembre de 1922). 

 
  c) Que no haya requerimiento (por todas, Sentencias del 

Tribunal Supremo de 9 de febrero de 1967 o de 5 de mayo de 1970, 
etc.). 

 
  Poco importa si el artículo 1566 del Código Civil es una 

nueva interpretación de la voluntad de las partes que hace la propia 
ley o si se trata de una verdadera sanción a la inactividad de una de 

las partes que no puede, después de haber creado, voluntaria o 
involuntariamente, una relación jurídica de confianza, destruirla por un 

acto posterior suyo. Lo relevante es que la tácita reconducción da 
lugar a un nuevo contrato, consentido tácitamente, que, sin solución 

de continuidad, sigue al anterior. Así se deduce, de una parte, de lo 
dicho por el propio artículo 1566 que señala que lo que ha concluido ni 

                                    
5 LACRUZ, SANCHO, LUNA, DELGADO Y RIVERO, Derecho de obligaciones, III, 

Barcelona, 1986, pág. 215. 
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se puede prorrogar ni puede subsistir y, de otro lado, de la propia 
terminología del término “reconducción” que sugiere la idea de repetir 

o renovar6.  
 

La tácita reconducción no es asimilable a la prórroga. Esta 
amplía la duración del mismo contrato. Aquélla, por el contrario, lo 

hace nacer; es decir, origina uno nuevo, distinto del anterior, aunque 
en las mismas condiciones e igual precio que éste7 

 
  4. Llegados a este punto, resulta necesario plantearse si la 

tácita reconducción resulta de aplicación al ámbito de la contratación 

administrativa. Aunque esta figura proviene del ámbito civil, la tácita 
reconducción es una institución jurídica que resulta de aplicación a 

determinados ámbitos de la contratación pública; en concreto, a los 
contratos de tracto sucesivo, entre los que se encuentran, 

precisamente, los contratos de gestión de servicios públicos. Y ello es 
así, tanto por su naturaleza como por su objeto.  

 
Por su naturaleza, pues, los contratos de gestión de 

servicios públicos participan, en último extremo, de la naturaleza 
propia de los arrendamientos8. Así lo reconocía también el artículo 159 

de la derogada Ley de Régimen Local de 1955. 
  

Y, por su objeto, pues al estar constituido por la gestión de 
un servicio público, todo el contrato queda influido por los principios 

rectores de los servicios públicos; especialmente, el de continuidad, 

que constituye su esencia9. Por esta razón, en los contratos de gestión 
de servicios públicos, el término tiene que ser considerado no tanto 

físicamente sino de acuerdo con su naturaleza y objeto, esto es, 
asegurando la continuidad y regularidad del servicio.  

                                    
6 (CASTAN TOBEÑAS, J.; op.cit., pág. 320 y MANRESA Y NAVARRO, op. cit., pág. 22) 
7 Entre otras muchas, sentencias del Tribunal Supremo de 15 de diciembre de 1953, 

18 de febrero de 1955, 25 de marzo de 1957, 13 de junio de 1959, 13 de noviembre 

de 1963, 26 de octubre de 1964, 11 de octubre de 1966, 6 de noviembre de 1967, 5 

de mayo de 1970, 30 de diciembre de 1980, 14 de junio de 1984, 21 de febrero de 

1985, 9 de abril de 1985, 17 de octubre de 1986, 17 de octubre de 1987, etc.  
8 ALCALA ZAMORA, N.; La concesión como contrato y como derecho real, Madrid, 

1918; GASCON Y MARIN, Tratado de derecho administrativo, tomo I, 7ª ed., pág. 

352 y ss.; GARRIDO FALLA, F.; Tratado de derecho administrativo, t. II, Madrid, 

1966, pág. 340; VILLAR ROJAS, F.J.; La concesión administrativa de obra pública 

como nueva fórmula de gestión de servicios sanitarios, Actas del XIV Congreso 

derecho y salud, Zaragoza, 2005, pág. 2 y ss. 
9 SALA ARQUER, J.M.; El principio de continuidad de los servicios públicos, Madrid, 

1977, pág. 20 y ss. 
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  Por ello, se ha dicho que la tácita reconducción es 

“particularmente coherente con las necesidades planteadas por la 
gestión contractual de los servicios públicos y, especialmente, por la 

concesión”10. Lo cual, encuentra su fundamento directo en el artículo 
127.1.1ª, a) del Reglamento de Servicios de las Corporaciones 

Locales, aprobado por Decreto de 17 de junio de 1955, a cuyo tenor, 
la Corporación concedente de la concesión de servicios ostentará la 

potestad de ordenar discrecionalmente al concesionario, como podría 
disponer si gestionare directamente el servicio, las modificaciones que 

aconsejare el interés público y entre otras: la variación en la calidad, 

cantidad, tiempo o lugar de las prestaciones en que el servicio 
consista.   

 
Así las cosas, en materia de concesión de servicios 

públicos, si no hay preaviso y el concesionario continúa prestándolo 
después del plazo de terminación del contrato, la concesión se renueva 

automáticamente, dando lugar a otra distinta.  
 

  Y, también la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha 
reconocido expresamente11 la aplicación de la figura de la tácita 

reconducción a los contratos administrativos de gestión de servicios 
públicos. En tal sentido, la sentencia de la Sala Tercera del  Tribunal 

Supremo de 31 de marzo de 1980 dice que:  
 

“la falta de un convenio escrito no es incompatible 

con la existencia de una prórroga o renovación de 
un concierto de voluntades en el que concurren el 

consentimiento, el objeto y causa contractual, que 
son esenciales de conformidad con el artículo 1261 

del Código Civil en relación con el artículo 1282 del 
mismo cuerpo legal, ya que de los actos posteriores 

al vencimiento pactado se deduce terminantemente 
la voluntad de la Corporación municipal de tener por 

prorrogado el contrato” 
 

  Y la sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, de 
14 de diciembre de 1992, por su parte, afirma que 

                                    
10 RUIZ OJEDA, A. et alii; Derecho de la contratación pública y regulada, Madrid, 

2004, pág. 492. 
11 Desde la sentencia de la Sala Tercera del  Tribunal Supremo de 31 de marzo de 

1980, reiterada en la sentencia del mismo Tribunal de 10 de marzo de 1982. 
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“por regla general, cuando se trata de una relación 

jurídica, sea de Derecho privado o público, la 
prorrogabilidad del plazo pactado opera a través de 

la conocida figura de la tácita reconducción, 
consistente en que, la parte que tiene derecho a 

impedir la prórroga así devenida automática de 
aquél, no manifieste de modo expreso su voluntad 

de que tal efecto no se produzca, o, por el 
contrario, cuando las partes convienen en que para 

que el plazo se prorrogue es indispensable que, 

también de un modo expreso, se lleve a cabo un 
acuerdo en tal sentido...”. 

 
Criterio éste, por lo demás, acogido igualmente por las 

Salas de lo Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de 
Justicia12. Y, de forma especialmente ilustrativa y rotunda, lo hace la 

sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 3 de febrero de 
2004 (rec. casación 7259/1998) que, respecto de la pretensión de la 

Administración Pública de rescindir un contrato administrativo de 
conducción del correo por carretera, señala que: 

 
“El servicio en cuestión, una vez agotado el plazo 

inicialmente estipulado en cuatro años, no venía 
prestándose como consecuencia de prórroga 

impuesta por la Administración, sino en virtud de 

tácita reconducción a partir del 1 de mayo de 1961, 
como lo acredita el hecho de que una vez expirado 

aquel plazo (4 años), la Administración ni dio por 
terminado el contrato ni impuso la prórroga forzosa 

por razones de interés público derivada de la 
necesidad de continuidad del servicio hasta tanto se 

seleccionara a un nuevo contratista, por lo que el 
mantenimiento de la relación contractual a partir de 

la indicada fecha (1 de mayo de 1961) sólo puede 
entenderse por tácita reconducción, la cual es 

plenamente aplicable a la contratación 
administrativa y la decisión administrativa de 

resolver el citado contrato a partir del día 30 de 
abril de 1994 implica una declaración unilateral de 

                                    
12 Sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía –Granada-, de 1 de junio 

de 1999 y de La Rioja, de 13 de diciembre de 2002. 
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la Administración contratante que ha de calificarse 
como anticipada y contraria a las estipulaciones 

contenidas en el pliego (...)” 
 

Y, más adelante, en la misma sentencia citada, sigue 
afirmando el Tribunal Supremo que:  

 
“(…) ha de entenderse que el contrato en cuestión se 

venía prorrogando cada cuatro años por un período 
igual al inicialmente fijado, de lo que se infiere que 

no es dable a la Administración rescindirlo a partir 

del 30 de abril de 1994 sino que, dadas las 
circunstancias concurrentes, hubo de esperar al 1 de 

mayo de 1997 en que vencía (…)”.  
 

  5. Admitida la aplicabilidad del mecanismo de la tácita 
reconducción al ámbito de los contratos de gestión de servicio público, 

la cuestión que se plantea es la atinente a cuándo opera.  
 

  La doctrina administrativa ha puesto de manifiesto que la 
tácita reconducción sólo opera cuando, bien no estando prevista la 

prórroga del contrato, bien superándose el número de prórrogas 
expresas máximo establecido en él, bien superándose el límite legal de 

su duración máxima, el concesionario continúa prestando el servicio. 
Así lo dijo el Consejo de Estado en el dictamen de 30 de marzo de 

1978, al señalar que: 

 
“El Consejo de Estado ha de insistir en que la 

interpretación dada por la Sección de Recursos y la 
Asesoría Jurídica del Departamento consultante es 

correcta, en cuanto que la continuación en la 
prestación del servicio realmente constituye una 

nueva adjudicación (...)” 
 

En otros términos, el mecanismo ordinario de prolongación 
de duración de un contrato es la prórroga, expresa o tácita. Ahora 

bien, cuando excedido, bien el número de prórrogas legal o 
convencionalmente admisibles, bien el límite máximo de duración legal 

del contrato, el contratista continúa prestando el servicio, resulta de 
aplicación la figura de la tácita reconducción. Ello comporta que se 

origina un nuevo contrato, distinto del anterior. Se rige por las mismas 

cláusulas y condiciones que el sustituido o extinguido, pero es 
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diferente de éste. Y, al tratarse de un contrato nuevo, su plazo de 
duración comienza a computarse ab origen, esto es, desde el 

momento en que opera la tácita reconducción. 
 

  La tácita reconducción engarza, por lo demás, con los 
principios de confianza legítima y buena administración. La confianza 

legítima constituye uno de los principios rectores del ordenamiento 
jurídico administrativo, cuya recepción en la jurisprudencia 

comunitaria y nacional ha sido notable en las últimas décadas. Tanto el 
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas y de la Unión 

Europea13, como el Tribunal Constitucional14 y el Tribunal Supremo15 

han puesto de manifiesto que la Administración no puede modificar las 
situaciones jurídicas constituidas cuando la Administración ha inducido 

directamente al administrado a actuar de una determinada manera; 
cuando ello afecta a la seguridad jurídica o las reglas de la 

proporcionalidad; cuando el interesado, aun siendo prudente, no está 
en condiciones de prever la adopción de una medida perjudicial para 

sus intereses y, en fin, cuando el interés público subyacente es 
palmario en el mantenimiento de la situación administrativa. 

 
  Por otra parte, la necesidad de asegurar la continuidad de 

los servicios públicos enlaza directamente con la noción de buena 
administración, noción nacida y conformada en el seno del derecho 

comunitario, que constituye un derecho fundamental de los ciudadanos 
europeos según establece el artículo 41 de la Carta de Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, aprobada por el Consejo Europeo 

de Niza de 7 y 8 de diciembre de 2000. Comporta la imposición a la 
Administración de un cierto estándar de comportamiento en sus 

relaciones con los propios administrados16. En ese estándar queda 
comprendido el derecho de los ciudadanos a que la Administración no 

sólo no sea irracional y arbitraria en sus decisiones y que la 
Administración no se limite a cumplir la legalidad sino también a que 

haga un adecuado ejercicio de su función, de tal suerte que, de su 

                                    
13 Sentencias de 16 junio 1966, recurso 54/1965 Chatillon vs High Authority, y la 

dictada en el caso C-81/72 Civil Service Salaries E.C. Commission vs E.C. Council. 
14 Por todas, las sentencias 28/1997, de 13 de noviembre y la 278/1991. 
15 En especial, desde las sentencias de 16 de mayo de 2000 y de 14 de febrero de 

2006) 
16 Vid., Sentencias del Tribunal de Primera Instancia de la Unión Europea, de 27 de 

febrero de 2003, as. 329/2000, Bonn Fleis y de 6 de marzo de 2003, as. 41/2000, 

Interporc), de carácter objetivo y mensurable (Sentencia del Tribunal de Justicia de 

las Comunidades Europeas de 31 de mayo de 1992, as. 255/1990 Burban). 
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inactividad, no se derive lesión para los intereses legítimos de los 
ciudadanos de buena fé17. 

 
En todo caso, debe quedar claro que la tácita reconducción 

no puede ser considerada como una forma ordinaria de renovación de 
los contratos administrativos de tracto sucesivo. Si se admitiera se iría 

en contra del principio contractus lex y, sobretodo, de los principios de 
publicidad y concurrencia que rigen la adjudicación de los contratos 

administrativos. La utilización de la tácita reconducción con dicho 
propósito constituiría un fraude de ley determinante de la invalidez del 

nuevo contrato reconducido. Ahora bien, la tácita reconducción debe 

ser admitida como respuesta a una situación de hecho que, guste o 
no, existe en la realidad: cuando vencidos los plazos señalados en los 

pliegos de cláusulas administrativas o cumplidos los plazos máximos 
legalmente previstos –prórrogas incluidas, expresas o tácitas- y a 

pesar de que el contrato haya quedado extinguido ipso iure, la relación 
contractual sigue de facto vigente durante largos períodos de tiempo, 

prestando el contratista el servicio contratado y abonando la 
Administración contratante el precio del mismo. Cuando dicha 

continuidad, prolongada en el tiempo, no puede ser explicada como 
una prórroga del contrato –por prohibirlo expresamente la ley-; como 

una situación de mera tolerancia –que exige, entre otros requisitos, 
que el contrato se prolongue por lapsos de tiempo breves-; o como 

una situación de mera interinidad que por razones de interés público 
exija la continuidad del servicio hasta tanto se seleccione a un nuevo 

contratista –lo que igualmente se ciñe a períodos de tiempo no 

prolongados en el tiempo, en tanto dura el proceso de selección- es 
cuando la tácita reconducción encuentra viabilidad y ampara una 

situación de hecho ciertamente anómala con arreglo a los criterios 
generales. Así viene exigido por los principios de buena fe, buena 

administración y seguridad jurídica, que imponen a la Administración 
contratante –que ha provocado directamente la situación existente- 

dotar de certeza razonable las relaciones jurídicas contractuales en las 
que es parte.            

 
  Finalmente es de señalar que ni la figura misma de la 

tácita reconducción, ni su aplicación, se ven entorpecidas o 
menoscabadas por el nuevo bloque normativo regulador de la 

contratación pública que tiene como normas de cabecera las Directivas 
2014/23/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero 

                                    
17 Vid., Sentencias del Tribunal de Primera Instancia de 18 de septiembre de 1995, 

as. 167/1994, Nölle y as. 231/1997, New Europe Consulting y otros. 
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de 2014, relativa a la adjudicación de contratos de concesión y 
2014/24/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero 

de 2014, sobre contratación pública y por la que se deroga la Directiva 
2004/18/CE. 


